

AUTO NÚMERO: VEINTITRÉS
Córdoba, trece de marzo de dos mil quince.---------------------------------------------
VISTOS:--------------------------------------------------------------------------------------
Estos autos caratulados: "FERREYRA, LIVIO SAÚL C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - AMPARO POR MORA - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. N° 1785586), en los que:----------------------------------------------------------
1.- A fs. 46/57 el actor interpone recurso de casación en contra de la Sentencia Número Doscientos diecisiete, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el once de diciembre de dos mil doce (fs. 31/35), que resolvió: "1) Rechazar la acción de amparo por mora de la Administración interpuesta por el Sr. Livio Saúl Ferreyra contra la Provincia de Córdoba. 2) Imponer las costas a la actora...".-----------------------------------------
La expresión de agravios admite el siguiente compendio:---------------------
Con fundamento en el motivo formal de casación (art. 45 inc. b de la Ley 7182) el recurrente sostiene que el fallo incurre en una inobservancia de las formalidades del procedimiento y comete un error de percepción al analizar las circunstancias objetivas de la causa que afectaron su derecho de defensa.----------
Tras relatar lo acontecido en autos y referir a la acción de amparo por mora antes entablada ante la Cámara Primera, denuncia que el fallo incurre en un razonamiento jurídico erróneo y fundamentación aparente, pues en aquélla lo demandado era que la Administración se expida sobre la queja planteada, sea ordenando o no la concesión del recurso jerárquico, pero en esta causa, lo solicitado es que la Administración resuelva una reclamación nueva, ya que las circunstancias fácticas anteriores cambiaron al transformarse el retiro otorgado en forma provisoria, en retiro obligatorio por incapacidad definitiva.----------------
Sostiene que antes, el Tribunal actuante sólo ordenó que cumpla con una respuesta a la cuestión, que resuelva expresamente respecto de la queja planteada, pero que nunca mandó a resolver el asunto de fondo, pues ello es atribución exclusiva de la Administración.-----------------------------------------------
Destaca que por esta razón se solicitó que la Administración resolviera ahora sí de modo definitivo el planteo de los subsidios policiales reclamados y señala que, aún cuando la sustancia o materia que motiva a ambas acciones tiene igual origen, resultaban distintas y no constituían un segundo proceso igual o gemelo. Cita jurisprudencia.----------------------------------------------------------------
Explica que es por ello que transcurrido el plazo legal para resolver el reclamo, planteó pronto despacho y sin respuesta de la instancia de gobierno, interpuso con fecha veintiuno de junio de dos mil doce esta acción de amparo por mora a los fines que se ordene mandamiento judicial para que se disponga acto administrativo definitivo a la petición efectuada oportunamente.---------------------
Expresa que le agravia el criterio de costas, pues las mismas deben ser soportadas por quien de alguna forma tuvo la oportunidad de evitar el desgaste jurisdiccional y ha hecho caso omiso de ello, por lo que solicita que se impongan las costas a total cargo de la demandada, dado que no ha resultado responsabilidad directa y cierta de su parte en la formación del pleito como tal, sino que es consecuencia del obrar desaprensivo de la Caja.--------------------------
Hace reserva del caso federal (art. 14 de la Ley 48).----------------------------

2) Impreso el trámite de ley (fs. 58), el procedimiento se cumplió con la intervención de la demandada, quien a fs. 59/62vta. presentó su informe al evacuar el traslado corrido, solicitando el rechazo del recurso interpuesto por la contraria.--------------------------------------------------------------------------------------
3) A fs. 64/65vta. el Tribunal a quo concedió el recurso mediante Auto Número Ciento treinta y uno de fecha treinta de abril de dos mil trece.--------------
A fs. 68 se elevan los autos a este Tribunal y se da intervención al Señor Fiscal General de la Provincia (fs. 69), expidiéndose el Señor Fiscal Adjunto en sentido desfavorable a su procedencia (Dictamen CA N° 570 del 18 de junio de 2013, fs. 70/71vta.).--------------------------------------------------------------------------
4) A fs. 72 se dicta el decreto de autos, el que firme (fs. 73) deja la causa en estado de ser resuelta.--------------------------------------------------------------------
Y CONSIDERANDO:---------------------------------------------------------------------
I) Que la instancia extraordinaria local ha sido interpuesta en tiempo propio, en contra de una sentencia definitiva y por quien se encuentra procesalmente legitimado a tal efecto (arts. 45, C.P.C.A. y 385 y 386, C.P.C. y C., por remisión del art. 13, Ley 7182; vid T.S.J., Sala Cont. Adm., A.I. Nro. 423/1996 "Recurso Directo en: 'Baldassi, Myriam Rossana c/ Municipalidad de Saldán...'").------------------------------------------------------------------------------------
II) Que como es sabido, el recurso de casación configura un medio extraordinario de impugnación de la sentencia, por motivos de derecho específicamente previstos por nuestro ordenamiento procesal (art. 45, C.P.C.A.), que debe contener una fundamentación autónoma en la cual se brinden los "argumentos sustentadores de cada motivo" (art. 385, inc. 1 del C.P.C. y C., aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182).----------------------------
A fin de cumplir dicho recaudo, el recurrente debe impugnar idóneamente los elementos que sustentan el fallo, explicando en base a los presupuestos del pronunciamiento, en qué ha consistido la infracción que le atribuye, cuál es su influencia en el dispositivo y cómo y porqué éste debe variar.------------------------
La crítica aludida "debe ser completa", pues si omite referirse a elementos esgrimidos en el fallo que sean capaces de sustentarlo, el recurso será improcedente (cfr. DE LA RÚA, Fernando, El Recurso de Casación, Ed. Víctor P. de Zavalía, Bs. As. 1968, p. 464).------------------------------------------------------
III) Que en este orden de razonamiento, la censura intentada se encuentra desprovista de la autosuficiencia y fundamentación necesarias para superar con éxito el preliminar análisis de su admisibilidad formal, desde que el recurrente se ha esforzado por oponer al pronunciamiento del Tribunal de Juicio diversas objeciones en orden a un supuesto "…error de apreciación de las constancias de autos…" (cfr. fs. 55), que no se compadecen con una crítica concreta, razonada y vinculada a los términos sobre los que se apoya el decisorio.-------------------------
IV) Que de las constancias de autos surge que por Resolución Número. 49301 dictada por el Señor Jefe de Policía de la Provincia de Córdoba con fecha dieciocho de enero de dos mil once, se dispuso no hacer lugar al recurso de reconsideración interpuesto por el actor y se confirmó la Resolución Número 48549/10 que había denegado el reclamo administrativo referido al pago del subsidio policial previsto en los artículos 118 y 119 de la Ley 6702, estimando que, al no existir el retiro definitivo, la petición era prematura (cfr. fs. 8 y vta.).---
Con posterioridad, mediante la Resolución Serie "A" Número 003986 de fecha primero de septiembre de dos mil once (cfr. fs. 44/45), el retiro acordado al actor en forma provisoria se transformó en retiro obligatorio por incapacidad definitiva. Consecuentemente, el actor planteó otro reclamo ante la Administración solicitando se dé trámite definitivo al reclamo indemnizatorio de los subsidios antes peticionados y luego de interponer pronto despacho, planteó la presente acción de amparo por mora, cuyo rechazo motivó la casación subexamine.-----------------------------------------------------------------------------------
V) Que a los fines de discernir sobre la viabilidad de la impugnación incoada, es dable indicar que el actor había iniciado con anterioridad una acción de amparo por mora ante la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación, con el objeto de obtener pronunciamiento expreso respecto de la queja (fs. 38) que planteó con fecha dos de mayo de dos mil once. El pedido de avocamiento procuraba que el Gobernador de la Provincia conociera y resolviese la impugnación deducida en contra de las resoluciones del Jefe de Policía que le denegaron el pago del subsidio previsto por el artículo 118 de la Ley 6702.--------
Según surge del informe glosado a fs. 27, la Cámara Primera dictó la Sentencia Número Doscientos nueve de fecha veintisiete de octubre de dos mil once, hizo lugar al amparo por mora y ordenó que el Gobernador de la Provincia resuelva la queja incoada. Dichas actuaciones se encuentran en etapa de ejecución de sentencia.----------------------------------------------------------------------
Tras el estudio de lo acontecido, la Cámara a quo rechazó la acción de amparo interpuesta en autos por el Señor Livio Saúl Ferreyra, por entender que lo solicitado reconocía su origen en una demanda iniciada en contra de la Provincia de Córdoba, ante la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación, con el objeto de obtener un pronunciamiento respecto de la queja deducida con fecha dos de mayo de dos mil once, originada por la impugnación de la Resolución Número 49901/11, emanada del Señor Jefe de Policía de la Provincia, que denegó la solicitud de pago indemnizatorio en virtud del subsidio previsto en el artículo 118 de la Ley 6702 y que se encontraba, al momento de iniciar la nueva acción (21 de junio de 2012), en etapa de ejecución de sentencia iniciada por el Auto Número Cincuenta y siete del trece de febrero de dos mil doce.-------------------------------------------------------------------------------------------

La Sentenciante fundó su conclusión en que "…el amparista ha iniciado un segundo proceso judicial en contra de una misma autoridad administrativa y respecto de la misma pretensión –pago de los subsidios policiales previstos en el art. 118 de la ley 6702- que ya había sido acogida favorablemente en un proceso anterior, por lo que corresponde que continúe los trámites de la ejecución de Sentencia incumplida oportunamente iniciados…" (cfr. fs. 34).----------------------
Dichas consideraciones no han sido rebatidas en el recurso de casación, en el que a través de la invocación del motivo formal (art. 45 inc. "b" de la Ley 7182), el recurrente se limitó a alegar que: "...no resulta este un 'segundo proceso judicial', sino uno distinto en las pretensiones… aunque pudieran haber tenido ambos, el mismo origen legal…" (fs. 53vta.), sin desvirtuar así el principal fundamento esgrimido por el Tribunal para rechazar la acción de amparo por mora, la constatación de una reiteración de demandas con el mismo objeto iniciadas en ambas Cámaras, estando la primera en etapa de ejecución de sentencia.--------------------------------------------------------------------------------------
VI) Que tal como se ha sostenido reiteradamente, la acción de amparo por mora constituye un instrumento instituido exclusivamente en protección del administrado en su relación con la Administración, cuando actúa en ejercicio de la función administrativa, derivándose ello de la terminología empleada en el artículo 52 de la Constitución Provincial y en la Ley 8508 que reglamenta el instituto y requiere para su procedencia la existencia de una situación objetiva de demora en cumplir el deber impuesto en un plazo determinado, siempre que la omisión afecte un derecho subjetivo o un interés legítimo (art. 1 ib.) y que sea imputable a un funcionario, repartición o ente público administrativo que actúe "en ejercicio de la función administrativa" (art. 2 ib., cfr. Sent. Nro. 47/2008 "Sánchez", entre muchas otras).-------------------------------------------------
Así, a la luz de estas precisiones y contrariamente a lo sostenido por la recurrente, no se trató en autos de "un error de la a-quo en la apreciación de los hechos" (cfr. fs. 55) ni hubo un planteo nuevo independiente de "requerimiento administrativo de solución definitiva" (cfr. fs. 53vta.), antes bien, al conocer la Resolución Número 03986 de septiembre de dos mil once, en virtud de la cual se transformaba el retiro acordado en forma provisoria en retiro obligatorio por incapacidad definitiva, el Señor Ferreyra debió seguir con la tramitación de la causa original -radicada en la Cámara Primera supra mencionada- para lograr el dictado del acto, aportando el hecho nuevo que invocaba y no interponer otra demanda para reclamar el dictado de un acto que ya había sido motivo de resolución mediante la Sentencia Número Doscientos nueve del veintisiete de octubre de dos mil once, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación (cfr. Auto Nro. 114/2007 "Ditore…").--------------------------
Es que como acertadamente lo destaca la demandada (cfr. fs. 60), con cita de jurisprudencia de esta Sala (cfr. A.I. Nro. 98/1982 "Abdenur Moisés G. c/ Superior Gobierno de la Provincia"), es sabido que los actos ejecutorios de una sentencia contencioso administrativa, como los que el actor trae a fiscalización jurisdiccional, no deben ser objeto de una nueva causa, sino resueltos en el incidente de ejecución del juicio en que recayera la sentencia (GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús, Comentarios a la ley de la jurisdicción contencioso administrativa, Madrid, 1978, ps. 1212/1226).------------------------------------------
VII) Que, en este contexto, de la confrontación de los agravios desarrollados por el recurrente con las razones que sustentan el fallo, se advierte que procura descalificar el decisorio atacado haciéndose cargo en modo parcializado de los concretos argumentos esgrimidos por la Cámara a quo, luciendo el recurso como una mera discrepancia con la solución final propuesta para la causa por la Juzgadora.-------------------------------------------------------------
En consecuencia, en el sub lite se ha inobservado el principio rector en materia recursiva, cual es que los argumentos de la Sentenciante deben ser rebatidos a través de una crítica concreta y razonada de los mismos, corolario de lo cual, no basta a ese efecto argüir objeciones formales que se exhiben desvinculadas de los concretos términos del fallo y de la doctrina legal vigente que le confiere inconmovible respaldo.---------------------------------------------------
Ello constituye un valladar infranqueable para alcanzar un juicio favorable a la admisibilidad formal del remedio extraordinario de la casación interpuesto.--
VIII) Que con relación a las costas, dada la particular realidad fáctica y jurídica de autos, corresponde imponerlas en esta instancia por el orden causado, pues el actor pudo creerse con mejor derecho para recurrir (art. 10, Ley 8508).----
Por ello,-------------------------------------------------------------------------------
SE RESUELVE:----------------------------------------------------------------------------
I) Declarar inadmisible el recurso de casación interpuesto por el actor (fs. 46/57) en contra de la Sentencia Número Doscientos diecisiete, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el once de diciembre de dos mil doce (fs. 31/35).----------------------------------------------------
II) Imponer las costas en esta instancia por el orden causado (art. 10, primera parte, tercer párrafo, Ley 8508).-------------------------------------------------
III) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Walter Gerardo Ferrero -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por 
ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..-------------------------------
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